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El crédito tributario en el concurso de acreedores. Especial 
mención a la contribución inmobiliaria

Virginia S. Bado Cardozo

The tax credit in bankruptcy proceedings.
Special mention to the real estate tax

O crédito tributário no processo de falência.
Menção especial à contribuição imobiliária

Resumen: En este escrito realizamos una lectura coordinada de los artículos 114, 177 y 
254 de la Ley 18.387, de 23 de octubre, de Declaración del Concurso y Reorganización Em‐
presarial con dos objetivos: de un lado, entender la posición del Estado y de los Gobiernos 
Departamentales respecto al cobro de las obligaciones tributarias en el concurso de acree‐
dores;  de otro lado, explicar el régimen aplicable al comprador de bienes tendente a exone‐
rarlo de tributos de modo de facilitar la adquisición en la liquidación concursal.

Finalmente, dado que algunos Gobiernos Departamentales pretenden el cobro de la 
contribución inmobiliaria no satisfecha al comprador del bien, se hace necesario detener‐
se en este tributo en particular para dejar en claro el alcance del derecho del Estado en el 
concurso de acreedores.

Palabras clave: Créditos del Estado y de los entes públicos, adquisición en la 
liquidación concursal, disposiciones tributarias en materia concursal, contribución 
inmobiliaria.

Abstract: In this paper we carry out a coordinated reading of articles 114, 177 and 254 
of Law 18,387, of October 23, on Declaration of Bankruptcy and Business Reorganization 
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with two objectives: on the one hand, understand the position of the State and the 
Departmental Governments regarding the collection of tax obligations in bankruptcy; on 
the other hand, explain the regime applicable to the buyer of goods tending to exempt him 
from taxes in order to facilitate the acquisition in the bankruptcy liquidation.

Finally, given that some Departmental Governments seek to collect the unsatisfied real 
estate tax from the buyer of the property, it is necessary to focus on this particular tax to 
make clear the scope of the State's right in bankruptcy.

Keywords: Credits of the State and of public entities, acquisition in bankruptcy 
liquidation, tax provisions in bankruptcy matters, real estate tax.

Resumo: Neste escrito realizamos uma leitura coordenada dos artigos 114, 177 e 254 
da Lei 18.387, de 23 de outubro, sobre Declaração de Falência e Recuperação 
Empresarial com dois objetivos: por um lado, compreender o posicionamento do Estado e 
dos Governos Departamentais quanto à cobrança das obrigações tributárias na falência; 
por outro lado, explicar o regime aplicável ao comprador de bens tendente a isentá­lo de 
impostos de forma a facilitar a aquisição em liquidação de falência.

Finalmente, dado que alguns Governos Departamentais procuram cobrar o imposto 
predial não pago do comprador do imóvel, é necessário focar neste imposto específico 
para deixar claro o alcance do direito do Estado na falência.

Palavras­chave: Créditos do Estado e de entidades públicas, aquisição em liquidação 
de falência, provisões fiscais em matéria de falência, contribuição imobiliária.
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I. El crédito tributario en el concurso de acreedores

A. Calificación

De acuerdo con el artículo 110.2 de la Ley 18.387/2008, de 23 de octubre, de 
Declaración del concurso y reorganización empresarial (LC)(1), los créditos por tri‐
butos nacionales y departamentales son privilegiados generales de segundo orden. 
El Estado y los Gobiernos Departamentales son favorecidos por el legislador en 
tanto su crédito se origine en el derecho a recaudar fondos para cubrir los presu‐
puestos (art. 85 y 297 de la Constitución y 10 de Ley 14.306/1974, de 29 de no‐
viembre, Código tributario [CT]) y sean exigibles, como máximo, con una 
anterioridad de hasta cuatro años a la declaración de concurso. Si se cumplen estas 
dos condiciones se configura el régimen de privilegio previsto en el art. 2372 del 
Código Civil.

El legislador ha creado otros privilegios para el Estado en desmedro de los acree‐
dores quirografarios (MARTÍNEZ BLANCO, 2018, 362), incluso para asegurar el 
crédito a organismos creados con posterioridad a la LC (FERRER MONTENEGRO, 
2016, 148 y 149). Es el caso de los créditos de la Agencia Nacional de Desarrollo 
Económico (art. 21 de la Ley 18.602/2009, de 21 de setiembre), las multas a las so‐
ciedades del artículo 4 de la Ley 19.288/2014, de 26 de setiembre, de Depuración de 
Sociedades Inactivas e Identificación de Titulares de Participaciones Patrimoniales al 
Portador en las Sociedades Anónimas y en Comandita por Acciones y los créditos del 
Instituto Nacional de la Leche del artículo 748 de la Ley 19.355/2015, de 19 de di‐
ciembre, de Presupuesto Nacional de Sueldos Gastos e Inversiones, Ejercicio 2015­
2019. Se trata de un proceso pernicioso que contraría la decisión del legislador con‐
cursal de limitar los privilegios del Estado a los estrictamente necesarios para no 
perjudicar a los acreedores quirografarios (OLIVERA GARCÍA, 2015, 155) a quie‐
nes se pretendió jerarquizar dándoles un gran poder de decisión y optimizar la recupe‐
ración de su crédito (OLIVERA GARCÍA, 2015, 235).
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B. Insinuación y verificación

Los créditos por tributos nacionales y departamentales son privilegiados, pero 
no por ello el Estado y los Gobiernos Departamentales están exentos de la carga de 
su insinuación y verificación. No son, por tanto, créditos ajenos al proceso concur‐
sal. Aún  favorecidos integran la masa pasiva (art. 55, LC) y deben ser insinuados 
para la verificación del síndico o interventor dentro de los sesenta días de la decla‐
ración de concurso (art. 94, LC) (CABRERA DAMASCO, 2015, 70; CREIMER 
BAJUK, 2010, 446; MARTÍNEZ BLANCO, 2018, 325 y 326), en los términos del 
artículo 95 de la LC. De no presentarse en tiempo deben verificar el crédito judi‐
cialmente a su costa, perdiendo el derecho a percibir su parte en los pagos realiza‐
dos (art. 99, LC).

C. Cobro

La calificación de los créditos y su graduación determina el orden de prelación 
que debe atender el síndico para distribuir la masa activa del concurso en un reco‐
nocimiento de que no será posible mantener un régimen de completa igualdad (BA‐
DO CARDOZO y LÓPEZ RODRÍGUEZ, 2012, 491). Es una forma de 
conservación del valor del crédito (RODRÍGUEZ MASCARDI y FERRER MON‐
TENEGRO, 2016, 26 y 27).

Como consecuencia de la calificación privilegiada de segundo orden, el Estado y 
los Gobiernos Departamentales deben aguardar la satisfacción de los acreedores labo‐
rales del artículo 110.1, LC, a quienes se le reconoce el primer orden en la lista de pri‐
vilegios generales. Es así como, en caso de liquidación y sin perjuicio del pago de los 
créditos con privilegio especial, con el producido de la enajenación de los bienes gra‐
vados (art. 181, LC), el pago de los créditos con privilegio general se realiza siguien‐
do el orden establecido en el art. 110, si es posible íntegramente y si no lo fuere 
porque los bienes no alcanzaren, a prorrata dentro de cada número (art. 183, LC).

II. Régimen de excepción aplicable al Estado y a los Gobiernos De‐
partamentales

A. Limitación de la responsabilidad del adquirente

Bajo el nombre «Pasivos del deudor vinculados a los activos, al establecimiento 
comercial o explotación», el artículo 177 de la LC establece un régimen excepcio‐
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nal para los adquirentes de bienes y derechos del deudor concursado que rije en la 
etapa de liquidación y que no puede hacerse valer si el adquirente hubo el bien en 
virtud de un acuerdo privado de reorganización o en un convenio. 

Este artículo dispone que el régimen de responsabilidad que pesa sobre los suce‐
sores o adquirentes por obligaciones comerciales, laborales, municipales o tributa‐
rias no será de aplicación al adquirente de los activos o del establecimiento 
comercial o de la explotación enajenados en el proceso de liquidación de la masa 
activa del deudor. Crea, pues, una excepción que permite desconocer las normas de 
responsabilidad del adquirente establecidas en diferentes cuerpos normativos. Ellos 
son, el artículo 22 del CT, el artículo 2 de la Ley 2904/1904, de 26 de setiembre, de 
Enajenación de establecimientos (LEE) y el artículo 389.2 de la Ley 15.982/1988, 
de 18 de noviembre, en la redacción dada por la Ley 19.355/2015, de 9 de junio, 
Código General del Proceso (CGP).

El obligado a cumplir la prestación pecuniaria derivada de la relación tributaria 
es el contribuyente (art. 16, CT). Cuando fallece, sus obligaciones deben ser cum‐
plidas por los sucesores, salvo que hagan valer el beneficio de inventario (art. 18, 
CT). De acuerdo con el artículo 22 del CT, los adquirentes de casas de comercio y 
demás sucesores en el activo y pasivo de empresas en general, serán solidariamente 
responsables de las obligaciones tributarias de sus antecesores. La responsabilidad 
se limita al valor de los bienes que se reciban, salvo que los sucesores hubieren ac‐
tuado con dolo.

El régimen de responsabilidad en defensa de los acreedores se completa con lo 
dispuesto en el art. 2 de la LEE. Según esta norma, el adquirente de un estableci‐
miento comercial es solidariamente responsable con el enajenante por los créditos 
que se denuncien en el término de treinta días siguientes a la publicación del llama‐
do a acreedores previsto en la LEE y por los que resulten de los libros de comercio. 
El adquirente, pues, limita su responsabilidad a estos créditos, razón por la cual es 
el más interesado en que se realicen las publicaciones de rigor. Si no se hicieren, 
entonces deberá responder solidariamente con el enajenante por todas las deudas, 
de cualquier naturaleza, hasta que se cumplan las publicaciones (art. 3, LEE).

En virtud del artículo 177 de la LC, el régimen de responsabilidad relacionado 
en las normas citadas no se aplica al adquirente del establecimiento comercial del 
deudor concursado en la etapa de liquidación. Como consecuencia, el ente recauda‐
dor del tributo no puede reclamar nada al adquirente, ni puede impedirle cumplir 
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con las obligaciones tributarias a partir de la adquisición del bien en la liquidación 
concursal.

La liquidación de los bienes de un deudor concursado se realiza siguiendo un 
procedimiento reglado en la LC. El legislador prefiere la enajenación en bloque de 
la empresa en funcionamiento (art. 171, LC), como un todo o en partes y en lo posi‐
ble mediante un procedimiento de oferta pública (art. 172,LC). Si no se logra la 
venta en bloque de la empresa en funcionamiento, corresponde realizar la liquida‐
ción por partes obedeciendo un proyecto o de acuerdo con unas reglas. 

El proyecto de liquidación es obra del síndico y debe contener las reglas parti‐
culares de enajenación que correspondan a cada clase de bienes y derechos que in‐
tegran la masa activa. El síndico puede proyectar cualquier procedimiento para la 
liquidación de la masa activa: puede proponer que sea realizada por él mismo o por 
personas o entidades especializadas, o puede proponer una subasta privada sujeta a 
las reglas que le resulten más apropiadas (BADO CARDOZO y LÓPEZ RODRÍ‐
GUEZ, 2015, 257 y 258). 

En caso de que la comisión de acreedores no apruebe el proyecto del síndico, la 
liquidación se ajustará a las reglas del artículo 174, numerales 1 a 4, según las cua‐
les debe procederse a la enajenación de las diversas unidades productivas como un 
todo (regla 1), otorgarse el derecho de uso a una cooperativa de trabajadores si se 
dan determinadas circunstancias (regla 2), liquidar la masa siguiendo las reglas de 
la vía de apremio de los artículos 377 y siguientes del CGP (regla 3) y negociar en 
mercados formales los valores cotizables que tengan oferta pública (regla 4). Sea 
por la vía del proyecto o por la vía de las reglas supletorias, antes de proceder a la 
liquidación, el síndico debe poner en conocimiento del juez el proyecto o las reglas 
que obedecerá para su control y observación (art. 174). Una vez comunicado al 
juez, la liquidación seguirá el proyecto o las reglas dispuestas por el síndico.

B. Exoneración tributaria

El artículo 254 de la LC establece un régimen de excepción en materia tributaria 
aplicable a todos los procesos concursales, esto es, a los disciplinados en la LC (el 
acuerdo privado de reorganización, el concurso y el pequeño concurso), en el CGP 
(el concurso civil) y en la Ley 18.401/2008, de 24 de octubre, de Modificación de 
la Carta orgánica del Banco Central del Uruguay (el acto de resolución bancaria re‐
gulado en el artículo 40, 40 bis y ter]). 
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En el numeral primero del artículo 254 el legislador declara que todos los crédi‐
tos anteriores a la declaración de concurso se consideran incobrables en lo que re‐
fiere a los tributos recaudados por la Dirección General Impositiva. En 
consecuencia, los acreedores concursales pueden deducir de su liquidación del Im‐
puesto al Patrimonio y de su Impuesto a la Renta (esto por el Decreto de 8 de agos‐
to de 2019 que modifica el Decreto 150/2007, de 26 de abril), la totalidad de sus 
créditos concursales y pueden, también, recuperar el Impuesto al Valor Agregado y 
el Impuesto Específico Interno que corresponda (MARTÍNEZ BLANCO, 2018, 
455). El Estado y los Gobiernos Departamentales tienen derecho a gravar los ingre‐
sos derivados de la cobranza de esos créditos concursales sólo a medida que se pro‐
duzcan los cobros respectivos. En el numeral segundo el legislador permite al 
deudor diferir hasta en cinco ejercicios la renta bruta generada por las quitas que 
obtuvo en el concurso. En el numeral tercero, exonera de tributos a la venta privada 
o en subasta pública y a la cesión de bienes hecha a los acreedores en el proceso de 
liquidación concursal. Finalmente, en el numeral cuarto, exonera a los síndicos e in‐
terventores de la responsabilidad tributaria que corresponde a los representantes, 
salvo que hubieran actuado con dolo.

La exoneración de tributos del numeral tercero del artículo 254 los comprende a 
todos, tanto los nacionales como los departamentales. La única excepción es el Im‐
puesto al Valor Agregado y el Impuesto Específico Interno y sólo cuando corresponda 
(COBAS ETCHEGOIMBERRY y ABADI PILOSOF, 2018, 136; MARTÍNEZ 
BLANCO, 2018, 454).

C. Imposibilidad de exigir certificados de cumplimiento

Es sabido que la celebración de los negocios jurídicos o su registro, eficacia o 
perfeccionamiento, en general, se sujeta a la presentación previa de comprobantes 
que acrediten que el contribuyente se encuentra al día con sus obligaciones tributa‐
rias o para­tributarias. Aunque resulte engorroso para los contribuyentes, es una 
forma efectiva que ha encontrado el Estado para recaudar lo debido y controlar la 
evasión (MARTÍNEZ BLANCO, 2018, 316). 

El artículo 114 de la LC establece un régimen excepcional porque dispone que 
estos comprobantes no sean requeridos en caso de concurso, ni su exigencia obsta‐
culice la liquidación de la masa activa en el concurso de acreedores. El legislador 
concursal pretende estimular la adquisición de bienes del deudor en la liquidación 
concursal y evitar una suerte de «privilegio indirecto». La LC eliminó muchos de 
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los privilegios del régimen anterior, contenidos en el Código de Comercio, en el 
Código Civil y en otras normas, con el objeto de beneficiar a los acreedores quiro‐
grafarios (OLIVERA GARCÍA, 2015, 155).

Lamentablemente esta norma fue objeto de interpretación por el artículo 179 de la 
Ley 19.438/2016, de 14 de octubre, de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal – Ejercicio 2015. De acuerdo con esta disposición, la excepción del ar‐
tículo 254 de la LC refiere exclusivamente a las obligaciones que componen la masa 
pasiva del deudor y no a las devengadas con posterioridad a la declaración judicial del 
concurso. Respecto de éstas es necesario que las oficinas emitan certificados que 
acrediten que el deudor concursado se encuentra al día con la deuda concursal. El Es‐
tado y los Gobiernos Departamentales no podrían subordinar la emisión del certifica‐
do al pago de la deuda anterior a la declaración de concurso, esto es, a la deuda 
concursal, pero sí podrían subordinar su expedición al cumplimiento de la deuda post­
concursal. Es una pena que se haya sancionado esta norma. El afán recaudatorio del 
Estado auyenta a los interesados en adquirir los bienes del deudor concursado y torna 
inviable la liquidación perjudicando a los trabajadores, que son los primeros en cobrar 
y al propio Fisco, que cobrará poco y nada.

III. La contribución inmobiliaria

A. Sujeto activo y sujeto pasivo de la relación tributaria

La contribución inmobiliaria se estableció en la Ley 9189/1934, de 4 de enero, 
de Fijación de Impuesto contribución inmobiliaria, modificada por la Ley 
8328/1934, de 24 de marzo. El impuesto se estructuró como un impuesto nacional 
(art. 1), único y general para todo el país (GIAMPIETRO BORRÁS, 1970, 22), cu‐
yo sujeto activo era el Estado Central actuando por medio de la Dirección General 
de Impuestos Directos en Montevideo y las Administraciones y Agencias de Rentas 
en los Departamentos del litoral e interior (art. 19). En el marco de esta Ley, el ar‐
tículo 29 autorizó a las oficinas públicas del Estado, Municipios o entes autónomos 
a no dar trámite o entrada a escrito, petición o solicitud que tenga relación con 
bienes inmuebles, si previamente no se ha acreditado el pago de la contribución in‐
mobiliaria del año en curso, acompañando el boleto respectivo.

Con la Constitución de 1952, los Gobiernos Departamentales recuperaron la po‐
testad de crear impuestos por lo cual, desde entonces, existen tantos impuestos depar‐
tamentales de contribución inmobiliaria como departamentos, cuyo hecho generador 
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se circunscribe a los respectivos límites departamentales y que son diferentes al Im‐
puesto de Contribución Inmobiliaria nacional. Obsérvese que los sujetos activos y 
los destinatarios son distintos y cada Gobierno Departamental afora los inmuebles 
de forma diferente (GÓMEZ LEIZA, 2020, 14). El constituyente de 1952, pues, 
abrogó el impuesto de contribución inmobiliaria nacional y en la disposición transi‐
toria H aseguró un régimen de transición hasta que el régimen no fuera derogado o 
modificado por los Gobiernos Departamentales que ahora tienen potestad tributaria.

En la actualidad, la contribución inmobiliaria es un impuesto departamental en 
el que la relación tributaria se entabla entre el ente público acreedor del tributo (Go‐
bierno Departamental ­ sujeto activo) y el obligado al cumplimiento de la presta‐
ción pecuniaria en calidad de contribuyente o responsable (poseedor a cualquier 
título de un bien inmueble ­ sujeto pasivo).

B. Inexistencia de un derecho real

Algunos Gobiernos Departamentales no reciben el pago de la contribución in‐
mobiliaria generada a partir de la adquisición en la liquidación concursal con el pre‐
texto de que el deudor concursado mantiene adeudos (COBAS 
ETCHEGOIMBERRY y ABADI PILOSOF, 2018,136). Fundamentan su negativa 
en la idea de que la contribución inmobiliaria es un tributo de naturaleza real y que, 
por tanto, sigue al bien sin importar quien sea su titular. 

Debe advertirse que las relaciones jurídicas tributarias son de naturaleza perso‐
nal. El artículo 14 del CT establece que la obligación tributaria es el vínculo de ca‐
rácter personal que surge entre el Estado u otros entes públicos y los sujetos pasivos 
en cuanto ocurre el presupuesto de hecho previsto en la Ley. No existe un derecho 
real del Gobierno Departamental en el inmueble (GIAMPIETRO BORRÁS, 1970, 
109). El Estado tiene un derecho personal a percibir una cantidad de dinero de una 
persona que está en determinada vinculación con el inmueble. VALDÉS COSTA 
afirmaba, en 1965, que la creencia de que los impuestos constituyen derechos reales 
contra la cosa, sin relación a determinada persona, se encuentra superada (VALDÉS 
COSTA, 1965, 11 y 12).

Conclusiones

1. El legislador concursal eliminó los muchos privilegios de que gozaba el Esta‐
do y le concedió el segundo orden entre los acreedores privilegiados generales, pos‐
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tergándolo en relación con los acreedores laborales. También limitó su privilegio 
pues lo redujo al cobro de los tributos nacionales y departamentales, en un princi‐
pio, exigibles con una anterioridad de hasta dos años a la declaración de concurso 
(que actualmente, en virtud del artículo 729 de la Ley 19.355/2015, se extendió a 
cuatro años).

No pasó mucho tiempo para que el Estado reclamara sus fueros estableciendo 
privilegios para socorrer a ciertos organismos creados posteriormente a la LC, co‐
mo en el caso de los créditos de la Agencia Nacional de Desarrollo Económico  
(Ley 18.602/2009) y los créditos del Instituto Nacional de la Leche (Ley 
19.355/2015) o jerarquizando su posición, sea privilegiando las multas, como en el 
caso de la Ley 19.288/2014 o sea extendiendo el privilegio, como en el caso del ar‐
tículo 729 de la Ley 19.355/2015. Han sido malas noticias para los acreedores qui‐
rografarios quienes poco y nada cobrarán en la liquidación.

2. El legislador concursal quiere que la liquidación de los bienes del concursado 
resulte interesante para los adquirentes. Para favorecer la inversión establece un ré‐
gimen de responsabilidad excepcional que resulta en la adquisición libre de gravá‐
menes y libre de obstáculos burocráticos tendentes a controlar el pago de tributos. 

En efecto, por el artículo 177, quien adquiere bienes del deudor en la etapa de li‐
quidación no tiene responsabilidad por las obligaciones del deudor concursado y ade‐
más, por el artículo 254, el comprador adquiere exonerado de tributos nacionales o 
departamentales, cualquiera sea la modalidad de venta, a excepción del Impuesto al 
Valor Agregado y del Impuesto Específica Interno y sólo cuando corresponda. 

Además, por el artículo 114, el Estado y los Gobiernos Departamentales no pue‐
den exigir comprobantes de estar al día con obligaciones de ningún tipo, en un prin‐
cipio concursales y post­concursales, ni para obstaculizar la liquidación, ni para 
efectivizar la transmisión de los bienes. Tampoco faltó mucho para que el Estado se 
interpusiera en la voluntad del legislador concursal y es así como se interpretó que 
el artículo 114 refiere exclusivamente a las obligaciones que componen la masa pa‐
siva del deudor (la deuda concursal) y no a las devengadas con posterioridad a la 
declaración judicial del concurso. Respecto de éstas, las post­concursales, las ofici‐
nas del Estado y de los Gobiernos Departamentales pueden subordinar su expedi‐
ción a su cumplimiento y con ello hacen inviable la liquidación, perjudican a los 
trabajadores y desestimulan la inversión. También ha sido una mala decisión.
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3. El régimen excepcional relacionado se establece para satisfacer dos intereses 
del legislador concursal: que el proceso de liquidación sea eficiente para eliminar 
del mercado a la empresa inviable y que sea eficiente para conservar la actividad 
viable, estimular la inversión y proteger el empleo. Son normas tendentes para re‐
cuperar algo del valor perdido tras la insolvencia del deudor. Si el adquirente de los 
bienes y derechos liquidados en el proceso concursal debiera hacerse cargo de las 
obligaciones del concursado, o si debiera pagar todos los tributos que gravan la ad‐
quisición, no se obtendría ningún rédito de la liquidación concursal perjudicándose 
a los trabajadores, a los acreedores quirografarios y al propio Fisco que se agrede a 
sí mismo por una voracidad desmedida.

Este régimen excepcional se aplica a todos los tributos, sean nacionales o depar‐
tamentales. Por supuesto que la contribución inmobiliaria no se encuentra ajena. A 
pesar de la claridad de las normas ciertos Gobiernos Departamentales reclaman el 
pago de lo adeudado al adquirente y para ello hacen valer la naturaleza real del tri‐
buto. Este es un fundamento equivocado pues la relación tributaria es personal. Pe‐
ro además y lo más importante, de prosperar este tipo de razonamiento se estaría 
burlando la legislación concursal, en la medida en que se le estaría reconociendo al 
Gobierno Departamental un privilegio que no tiene. La práctica es absolutamente 
ilegal porque en nuestro Derecho sólo el legislador puede conceder privilegios.



Revista de la Facultad de Derecho, (56), jul­dic, 2023, e20235602
eISSN 2301­0665 / DOI: 10.22187/rfd2023n56a2

Creative Commons Reconocimiento 4.0 Internacional License Atribución CC BY

12 de 13

Virginia S. Bado CardozoEl crédito tributario en el concurso de acreedores...

Referencias bibliográficas

BADO CARDOZO, V. S. y LÓPEZ RODRÍGUEZ, C.E. (2015). Ley de Declaración 
Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial. Análisis Exegético, t.2. 
Montevideo, La Ley. 

BADO CARDOZO, V. S. y LÓPEZ RODRÍGUEZ, C.E. (2012). Ley de Declaración 
Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial. Análisis Exegético, t.1. 
Montevideo, La Ley.

CABRERA DAMASCO, F. (2015). «Nuevo abordaje de la verificación de créditos en 
los procesos concursales», Estudios de Derecho Concursal Uruguayo, t. 2, pp. 
65­80. Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria.

COBAS ETCHEGOIMBERRY, F. y ABADI PILOSOF, F. (2018). «Alcance de las 
exoneraciones tributarias en la etapa de liquidación», en: MARTÍNEZ 
BLANCO (coord.), Ley de Concursos y Reorganización Empresarial. A los 10 
años de su vigencia, pp. 129­138. Montevideo: Fundación de Cultura 
Universitaria.

CREIMER BAJUK, I. (2010). «Verificación de créditos», Sociedades y concursos en 
un mundo de cambios, pp. 485 y 486. Montevideo: Fundación de Cultura 
Universitaria.

FERRER MONTENEGRO, A. (2016). «Los privilegios en el Derecho uruguayo. 
Reflexiones frente a los cambios legislativos recientes», en: RODRÍGUEZ 
MASCARDI y FERRER MONTENEGRO, Ensayos concursales, pp. 143­151. 
Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria.

GIAMPIETRO BORRÁS, G. (1970). Contribución inmobiliaria en el Uruguay. 
Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria.

GÓMEZ LEIZA, J. (2020). «Contribución inmobiliaria y acciones judiciales 
relacionadas con inmuebles: ¿existe un fundamento legal para exigir la 
constancia de estar al día con el pago de ese tributo?, Tribuna del abogado, n. 
216, pp. 13­16. Montevideo: Colegio de Abogados.



Revista de la Facultad de Derecho, (56), jul­dic, 2023, e20235602
eISSN 2301­0665 / DOI: 10.22187/rfd2023n56a2

Creative Commons Reconocimiento 4.0 Internacional License Atribución CC BY

13 de 13

Virginia S. Bado CardozoEl crédito tributario en el concurso de acreedores...

MARTÍNEZ BLANCO, C. (2018). Manual de Derecho Concursal. De los orígenes de 
las crisis empresariales a la Ley nº 18.387 y su aplicación, 3ª ed. Montevideo: 
Fundación de Cultura Universitaria.

OLIVERA GARCÍA, R.M. (2015). «La jerarquización del acreedor quirografario en 
la nueva ley uruguaya de concursos», en: Panorama de Derecho Concursal. 
Estudios sobre la Ley n°18.387, pp. 143­162. Montevideo: Fundación de 
Cultura Universitaria.

OLIVERA GARCÍA, R.M. (2015). «Son los acreedores los dueños del concurso», en: 
Panorama de Derecho Concursal. Estudios sobre la Ley n°18.387, pp. 229­235. 
Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria.

RODRÍGUEZ MASCARDI, T y FERRER MONTENEGRO, A. (2016). Los créditos 
y el concurso. Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria.

VALDÉS COSTA, R. (1965). Curso de finanzas, t. 2. Montevideo: Centro de 
Estudiantes de Derecho.

Nota

1 Redacción dada por el art. 729 de la Ley 19.355/2015, de 30 de diciembre, de 
Presupuesto Nacional de Sueldos Gastos e Inversiones, Ejercicio 2015­2019.


